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del mismo nombre número 4.
En la tienda de D. Gabriel Rotger, calle de la 

Cadena núm. 11.

OFICIAL
Núm. 129.

GOBIERNO DE LA PROVINCIA
DE BALEARES.'

Circulcir.—Admiiiistraciov local.— A 
pesar de las circulares publicadas por 
este Gobierno do provincia, reclaman­
do los presupuestos adicionales á los 
ordinarios del año económico de 1879 
á SO, todavía existen algunos Ayunta­
mientos que no' han dado cumpli­
miento á tan importante servicio. En 
su vista, y teniendo en cuenta que ha, 
espirado el plazo dentro del cual han 
debido remitirlos, y que de no ha­
berse formado á su debido tiempo, 
entorpece considerablemente la mar­
cha administrativa y económica dolos 
Ayuntamientos, que do ninguna ma­
nera puedo consentir, por la falta de 
enlace de la existencia que resultó al 
terminar el ejercicio anterior, y Jos 
créditos pendientes de cobro y las 
obligaciones que quedaron sin sa­
tisfacer al cerrarse dicho ejercicio, 
que deben refundirse con el presu­
puesto ordinario de 1879 á 80; he 
resuelto conminar á los Ayuntamien­
tos morosos con el máximun de la 
inulta, que autoriza la ley municipal 
vigente, la cual harán efectiva, sin 
contemplación de ningún género, si 
en el improrogable plazo de 10 dias 
no han remitido á este Gobierno los 
presupuestos adicionales del referido 
año 1879 á 80.

Palma 23 de Julio do 1880.—El 
Gobernador, Ismael de O joda.

art. 9.° de la ley Provincial y los artí-
Núm. 130. | culos 83, 84 y 90 de la de 25 de Se-

En la Gaceta de Madrid corrcspon- d« establecidos por la
Biente al día 18 del actual ap¿eee de lbVle Dlcletobrc de 18Jb: -Y dcs; 
expedida por la Presidencia del Con-! l,uea do ^Presarse que esto induce a 
^ejo de Ministros la siguiente Real i 
orden:

REAL ORDEN.
Excmo. Sr.: En vista de la comuni­

cación que por ese Ministerio se diri-

gió á esta Presidencia, con fecha 5 de | dictar una resolución que uniforme la 
Noviembre de 1878, llamando la aten- ; jurisprudencia y ponga término á las 
cion acerca de las divergencias que se : dudas (pie surgen respecto á la inteli- 
observaba en algunos informes de la gencia y aplicación de las citadas
Sección de Gobernación del Consejo 
de Estado y varios decretos-sentencias 
dictados á consulta do la Sala de lo 
Contencioso del mismo alto Cuerpo, 
al interpretar los. artículos 172 y 173 
de la ley Municipal vigente, en rela­
ción con el párrafo sétimo, art. 9? de 
la Provincial y los artículos 83, 84 y 
90 de la de 25 de Setiembre de 1803, 
restablecidos por la de 10 de Diciem­
bre de 1870, S. M. se sirvió disponer 
que el Consejo en pleno extendiera y 
consultase lo que estimase oportuno 
acerca del particular, y al cumplirlo 
lo ha hecho en los siguientes términos:

«Exorno. Sr.: El Consejo ha exami­
nado los puntos á que se refiere la 
Real orden que le ha sido comunicada 
por la Presidencia del Consejo de Mi­
nistros en 16 de Noviembre de 1878, 
estudiando la materia con todo el de­
tenimiento que merece su importancia 
bajo el punto de vista legal y doctrinal.

Trasládase en dicha Real orden, 
otra comunicada á la Presidencia por 
el Ministerio de la Gobernación en 5 
del citado mes.

En ella se manifiesta que ha llama­
do su atención la divergencia que se 
advierte entre algunos informes de la 
Sección de Gobernación de este Con­
sejo y varios decretos-sentencias dic­
tados á consulta de su Sala, do lo Con­
tencioso, y aun la discordancia de pa­
receres (pie dentro de una misma Sec­
ción existe al interiiretar los artículos 
172 y 173 de la ley Municipal vigente, 
en su relación con el párrafo sétimo, 

creer que existe contradicción tal entre 
dichas disposiciones, que es urgente 
revisarlas á fin de conseguir su armo­
nía y la unidad consiguiente, se con­
cluye por significar la conveniencia de 
que se oiga á este Cuerpo á fin de 

leyes.
, Al trasladar V. E. la referida Real 
orden al Consejo, ordena, que á fin de 
aclarar la confusión en el punto de 
que hace mérito el Ministerio de la 
Gobernación, el mismo Consejo con­
sulte lo que estime oportuno.

Al propio tiempo se ofreció remitir 
al Consejo varios expedientes en que 
recientemente había informado la Sec­
ción de Gobernación, y con efecto se 
han enviado aquellos en númoro de 
seis, cuyos expedientes ha tenido el 
Consejo á la vista y ha examinado 
atentamente pai’a formar su juicio.

, De su lectura aparece claramente la 
divergencia de ])areceres á que el 
Ministerio de la Gobernación alude, y 
que versa sobre la tésis siguiente:

Cuando un acuerdo de Ayuntamien­
to afecte alguno de aquellos derechos 
cuya defensa debe ventilarse por razón 
de la naturaleza del asunto en juicio 
contencioso-administrativo ante las 
Comisiones provinciales, con arreglo 
á la legislación vigente ¿debe recurrir 
el interesado directamente á la Comi­
sión respectiva dentro del plazo legal, :
ó procede que dirija su reclamación ¡ x A x______
por la via gubernativa al Gobernador providencia, á petición del interesado, 
de la provincia, para que esto decida Ia ejecución del acuerdo apelado, si ya 
en el asunto, pudiendo aquel (pie se "" ~:'1---------- * 1' -
estimase perjudicado por la resolución I 
de dicha Autoridad acudir en la via 1
contenciosa ante el Tribunal adminis- 1 
tratiyo expresado? La mayoría do la! 
Sección, invocando en primer término 
el contesto del artículo 172 de la ley 
Municipal vigente, y en segundo tér­
mino otros que cita y analiza, sostiene 
én los dictámenes emitidos en los ex-! 
podientes mencionados, el primer ex­
tremo de la disyuntiva expresada. 

i n Consejero de la misma Sección vincial . «Corresponde al Gobernador 
sustenta el segimdo extremo, apoyan- ...-----i_
dose principalmente en el párrafo sé-
thno, ai'tículo 9." de la ley Provincial de los Acuitamientos y desempeñar 
Algente y en los artículos 66 y 67 de . las atribuciones que le concede la lev' 
la misma, en relación con el art. 91 de | Municipal.»

la de 25 de Setiembre de 1863.
Planteada de este modo la cuestión, 

el Consejo que desea cumplir su encar­
go en los términos más concretos que 
le sea posible, comenzará por trascri­
bir íntegros los artículos de las leyes 
orgánicas citadas que juegan en el 
asunto, leyes que, como es sabido, 
llevan la fecha de 2 de Octubre de 1877 
y que fueron públicadas por el Minis­
terio de Gobernación, en virtud de la 
autorización concedida al mismo para 
efectuarlo incorporando á su texto las 
reformas que introdujo la ley de 16 de 
Diciembre de 1876 én las \le 20 de 
Agosto de 1870.

Art. 83 de la ley Municipal. «Todos 
los acuerdos de los Ayuntamientos en 
asuntos de su competencia son inme­
diatamente ejecutivos, salvo los recur­
sos que determinan las leyes.»

Art. 172 de la misma ley. «Los que 
se crean perjudicados en sus derechos 
civiles por los acuerdos de los Ayunta­
mientos, haya sido ó no suspendida su 
ejecución en virtud de lo dispuesto en 
los artículos anteriores, pueden recla­
mar contra ellos mediánte demanda 
ante el Juez ó Tribunal competente, 
según loque, atendida la naturaleza 
del asunto, dispongan las leyes. El 
Juez ó Tribunal que entienda en el 
asunto puede suspender por primera 

no lo hubiese sido, según lo dispuesto 
en el articulo 170,cuando á su juicio 
proceda y convenga á fin de evitar un 
perjuicio grave é irreparable.

Para interponer esta demanda se 
concede un plazo de 30 dias después de 
notificado el acuerdo ó comunicada'la 
supension en su caso; pasado el cual 
sin haberlo verificado, queda esta sus­
pensión levantada de derecho y con­
sentido el acuerdo.» 

Art. 9.° inciso 7.° de la ley Pro­

de la provincia como Jefe superior de 
Administración: Revisar los acuerdos
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Ai-t. 66 inciso 2.° ¿le la propia ley. 

Las Comisiones provinciales tendrán 
las facultades siguientes;

«Actuarán como Tribunales conten- 
cioso-administrativos en los asuntos 
que determinan .los artículos 83 y 84 
de la ley de 25 de Setiembre de 1863 
y en los demás que señálenlas leyes.»

«En tal concepto oirán y fallarán 
cuando pasen á ser contenciosas las 
cuestiones referentes al cumplimiento, 
inteligencia, rescisión y efectos en los 
contratos y remates celebrados con los 
Ayuntamientos para toda especie de 
servicios y obras públicas.»

Art. 67 de la misma ley. «Hasta la 
publicación de la ley á que hace refe­
rencia el art. 70 de la orgánica del 
Consejo de Estado de 17 de Agosto 
de 1860, el procedimiento en los ne­
gocios contencioso-administrativos de 
que deban conocer las Comisiones 
provinciales, se ajustará á los artículos 
90 al 98 de la ley de 25 de Setiembre 
de 1863 y al reglamento aprobado por 
Real decreto de l.° de Octubre de 
1845.»

Art. 91 de la ley de 25 de Setiem­
bre de 1863. «No podrá entablarse de­
manda ante los Consejos provinciales 
sin que el Gobernador hubiese dictado 
providencia en el asunto que se ventile, 
salvo cuando otra cosa determine una 
ley especial.»

El conjunto de estas disposiciones 
que constituyen el derecho vigente, 
resuelven la cuestión, á juicio de la 
Comisión, en términos bastante claros 
para que sobre él pueda fundai’se una 
opinión sólida. Basta para persua­
dirse de ello, un ligero examen de las 
mismas.

El art. 172 de la ley Municipal, 
trascrito del 162 de la de 20 Agosto 
de 1870, establece el derecho de recla­
mar contra los acuerdos de los Ayun­
tamientos que lastimen un derecho 
civil ante el Tribunal competente por 
medio de la oportuna demanda, con­
cediendo para interponerla el plazo de 
30 dias. Si este artículo se hallase ais­
lado en la ley, y no existiese en ella 
ni en la Provincial, otros que directa­
mente se refieren á la materia conten- 
ciosa-administrativa, podría sostener­
se, dando una interpretación ámplia ó 
extensiva al concepto de (lerecho ciril 
que emplea, que su diposicion es apli­
cable á los acuerdos que son suscep­
tibles lie perjudicar aquellos derechos 
cuya, apreciación es propia de la juris­
dicción administrativa. Tal inteligen­
cia ha podido sustentarse en el pe­
ríodo en (pie rijieron las leyes de 20 
de Agosto de 1870, pues estando en­
comendada aquella jurisdicción á las 
Audiencias y al Tribunal Supremo en 
virtud de los decretos de 13 y 16 de 
Octubre de 1868, y no estableciéndo­
se en las mencionadas leyes nada es­
pecial ni determinado respecto á la 
organización, competencia y proce­
dimiento de la misma, jurisdicción, 
había lugar tí admitir que el art. 162 
de la ley Municipal comprendía los 
recursos ó demanda de aquel orden, 
por más que pudieran aducirse fallos 
de las Audiencias y aun consultas de 
este consejo pertenecientes á alguna 
época de dicho período, en que se sos­
tiene la opinión contraria, ó sea (pie 
para tales recursos regía en el punto 
de que se trata, en lo esencial, la le­
gislación anterior á la honda modifi­
cación introducida por los referidos 
decretos en el modo de ser y condi­

ciones de existencia de lo contencio- 
so-administrativo, opinión que se apo­
yaba en el contexto del art. 6.° del 
primero de ellos. Pero las leyes de 2 
de Octubre de 1877 se han publicado, 
y el ai-t. 172 de la Municipal se halla 
relacionado con otros, que son los 66 y 
67 de la Provincial, los cuales han traí­
do prescripciones nuevas que restable­
cen la jurisdicción de que se trata en 
condiciones idénticas á aquellas en 
que existia con anterioridad al 13 de 
Octubre de 1868, sin otra diferencia 
que la de reemplazar las Comisiones 
provinciales á los antiguos Consejos 
de proHncia. Así resulta, por lo que 
hace á la competencia, del párrafo se­
gundo del mencionado art. 66, que 
encomienda á dichas Comisiones el 
conocimiento de los asuntos que ex­
presan los artículos 83 y 84 de la ley 
de 25 de Setiembre de 1863. Así apá­
rese, por lo que hace al procedimien­
to, del art. 67, que ordena que este 
habrá de ajustarse por ahora á los ar­
tículos 90 al 98 de la propia ley de 
25 de Setiembre, entre los que se halla 
el 91, que como se acaba de ver, exige 
de una manera explícita para que pue­
da interponerse la demanda conten- 
-cioso-administratíva, que haya recaído 
resolución del Gobernador en el asun­
to sobre que verse, exceptuando de 
esta regla sólo aquellos negocios en 
que otra cosa ordene una ley especial. 
Y para que esta intervención de la 
Autoridad superior de la provincia en 
asuntos tales, pueda ejercitarse, no 
en virtud de atribución otorgada de 
un modo indirecto, y emanada sólo de 
aquella prescripción, sino en razón 
de facultad plena y directamente con­
cedida, el artículo 9.°, párrafo sétimo 
do la misma ley Provincial, señala en­
tre las atribuciones del Gobernador la 
de revisur los acuerdos de los Aijunta- 
mientos, reformando así la ley de 20 de 
Agosto de 1870, no sólo en cuanto 
concede á aquella Autoridad una fa­
cultad de que carecía por la legisla­
ción anterior, sino en cuanto le otorga 
una atribución que esta no concedió, 
con semejante generalidad y expre­
sión, á la Comisión provincial, supe­
rior jerárquica de los Ayuntamientos 
según su organismo. La facultad de 
revisión de que so trata, no puedo te­
ner otro objeto que determinar la in­
tervención del Gobernador en los 
acuerdos municipales reclamados en el 
concepto de perjudicar derechos capa­
ces de dar lugar al juicio contencioso- 
administrativo. Suponer que tal facul­
tad es de mera referencia á las atri­
buciones que concede al Gobernador 
el art. 174 de la ley Municipal respec­
to de los acuerdos de los Ayuntamien­
tos que hubiesen sido suspendidos ó 
apelados en virtud de los dispuesto en 
los artículos 169, 170 y 171 de esta 
última ley, sería un error; pues á con­
signar dichas atribuciones está desti­
nado el segundo período del mencio­
nado párrafo sétimo, que inmediata­
mente después de señalar aquella 
facultad, dice textualmente lo siguien­
te: «Y desempeñar las atribuciones que 
le concede la ley Municipal.»

Como se ve, pues, el conjunto de 
disposiciones que (piedan examinadas, 
resuelve la cuestión propuesta en un 
sentido tal, que permite afirmar que 
con arreglo á ellas los acuerdos de los 

; Ayuntamientos en los asuntos do (pie । se trata no pueden ser impugnados 
I directamente en la via contenciosa,

sino que deben ser reclamados ante el 
Gobernador de la provincia, cuya de­
cisión es la que última la via guberna­
tiva y prepara la contienda ó juicio 
administrativo.

Esto sentado, no cree el Consejo 
poder desentenderse de las principales 
objeciones que á esta solución se opo­
nen en los dictámenes que ha tenido á 
la vista, fundadas, ya en la inteligen­
cia que se da á las disposiciones que 
quedan examinadas, ya en cierta os­
curidad más ó ménos real de las 
mismas.

Es la primera, que el art. 91 de la 
ley de 25 de Setiembre de 1863 no 
debe comprenderse entre los restable­
cidos por el 67 de la ley Provincial 
vigente, pues la regla ó prescripción 
que encierra no lo es de procedimiento, 
y sólo en lo relativo ¡i este quiso dicho 
artículo restablecer los 90 al 98 de 
aquella.

No parece, en verdad, que pueda 
rehusarse la calificación de regla ó 
prescripción de procedimiento á la que 
determina la base ó punto de partida 
de la tramitación contencioso-admi- 
nistrativa ante los Tribunales de este 
orden. Pero en todo caso aunque á la 
disposición que contiene el art. 91 no 
la fuese aplicable aquella calificación, 
técnica y rigurosamente hablando, 
hay que convenir en que es de todo 
punto claro que la mente del legisla­
dor fué restablecerla ó ponerla en vi­
gor. «Hasta la publicación de la ley á 
que hace referencia el art. 70 de la ley 
orgánica del Consejo de Estado.» (dice 
el art. 67 de la ley provincial): «el 
procedimiento en los negocios con­
tencioso-administrativos de que deban 
conocer las Comisiones provinciales 
se ajustará á los artículos 90 á 98 de 
la ley de 25 de Setiembre de 1863.» 
Entre estos artículos ocupa el se­
gundo lugar el 91, que dice exclusiva 
y textualmente que «no podrá enta­
blarse ninguna demanda ante los Con­
sejos provinciales sin (pie el Goberna­
dor hubiese dictado providencia en el 
asunto que se ventile, salvo cuando 
otra cosa determine una ley especial.» 
N i cabe poner en vigor de una manera 
más precisa una disposición anterior, 
ni hay nada más determinante, fijo y 
concreto que el contexto del precepto 
en vigor puesto.

Consiste la segunda objeción en que, 
aun admitiendo que el art. 91 de la ley 
de 25 de Setiembre de 1863 se halle 
vigente, y en su virtud se requiera por 
punto general, para la interposición 
de la demanda que haya recaído pro­
videncia del Gobernador en el asunto, 
esta regla no es aplicable á los recur­
sos (pie se dirijan á impugnar Tos a­
cuerdos de los Ayuntamientos que 
perjudiquen derechos privados, pues 
su acción está limitada por la frase 
que-el propio artículo encierra, «saleo 
cuando otra cosa disponíja una leij especial,» 
condición que se supone cumplida por 
la ley Municipal, en cuanto su art. 172 
autoriza la deducción inmediata de tu 
demanda de (pie habla, ante el Tribu­
nal competente. La Comisión no en­
tiende <pie la ley Municipal, ley orgá­
nica, y como pocas de carácter esen­
cialmente sustantivo, coa la ley espe­
cial á que alude el art. 91 de la de 25 
do Setiembre. No puede entender tam­
poco que el mismo legislador, que 
trasladó á la ley Provincial, en virtud 
de la referencia explicada á la de 1863. 
la regla de orden legal, según la (pie 

á la demanda contencioso-administra­
tiva debe preceder la resolución del 
Gobernador, haya querido dejar sin 
efecto la propia regla, en otra ley de ■ 
la misma fecha, íntimamente enlazada 
con aquella en que se establece, y esto 
con relación á una clase de asuntos 
que constituyen una de las más abi^. 
dantes fuentes de conocimiento de R 
jurisdicción administrativa. No. Otro 
fué el objeto y otro el sentido de 
la mencionada salvedad ó reserva. 
Por ella se quiso dejar abierta la puer­
ta para que cuando en determinado 
ramo de la Administración, en a!, 
gima especie dada de asuntos acón, 
sejase la conveniencia que la via gu- 
bemativa se ultimase en algún defe, 
Centro ó Corporación especial, pudie. 
sen las leyes de este carácter ordenar 
que se recurriese de sus providencias ó 
acuerdos á la via contenciosa. Esto j 
sucede en los expedientes de com­
probación del subsidio industrial, el 
los que, como es sabido, de los fa- 
líos de la Junta administrativa, pre. 
sidida por el Jefe económico, se re- I 
curre directamente á la Comisión pro- I 
vincial en via contenciosa, en virtud I 
del reglamento de 20 de Mayo de I 
1873. Así viene sucediendo desde 1 
el año de 1846 en los expedientes de I 
calificación de partícipes legos de diez-1 
mos, en los cuales las resoluciones del I 
Ministerio de Hacienda son reclama-1 
bles ante las mismas Comisiones y en I 
la propia via, por efecto dé la ley del 
20 de Marzo de aquel año. Este es, y I 
no otro, el espíritu y alcance de la re-1 
serva de que se trata. i

Es la tercera objeción, que la Ínter-1 
vención de la Autoridad provincial en 
todos los acuerdos municipales recla­
mados por ofensa á derechos suscepti­
bles de producir la via contencioso 
administrativa, implica la facultad de 
revocarlos en absoluto, y que semejan­
te atribución, por su amplitud, no se 
compadece ni armoniza con lo parco 
y limitado de la (pie el art. 174 de la 
ley Municipal defiere á la propia Au­
toridad respecto de los acuerdos que 
los particulares apelan, con arreglo á 
su art. 171, ó sea por suponerse que 
infringen la propia ley ú otras especia­
les, pues en tal caso el Gobernador se 
limita á «confirmar el acuerdo, si á I 
ello hubiere lugar, ó á revocarlo, en la I 
parte (juc excediere de las atribuciones dd 
vi ¡luntamiento.»

La Comisión no niega la diferencia I 
que existe entre los límites de la esfera I 
de acción del Gobernador en el caso de I 
apelación de los acuerdos de Ayunta-1 
miento por infracción de ley, y en el g 
de reclamación por causa de perjuicios r 
capaces de dar lugar al debate conten-1 
cioso. Boro esta diferencia se explica ] 
bien, como acomodada que es á la di-1 
versa índole de unos y otros recursos. I 
Ventílase por punto general en las I 
apelaciones de la primera especie si el I- 
Ayuntamiento perjudicó los intereses■ 
públicos, apartándose del texto de lay« 
leyes que los protejen ó de las foru\as« 
legales, que son la garantía de esta] 
protección. Discútese en los recursos I’ 
de la segunda especie, si el acu erdo valí 
legítimo ó ya ilegítimo, lesionG óno de® 
rechos privados. Los asuntos, sobre queH 
Versan los unos envuelven, -casi siempr® 
en primer término una cuestión d® 
interes general, y no po-eas de atribu-1 
cienes de la Corporación municipal. I 
Los asuntos sobre que versan los otros ■ 
revisten esencialmente, desde su orí- I
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4 .
de la ofensa de los primeros, son del 
orden contencioso-administrativo. Las 
contien^as Que se suscitan cuando los 
segundos son desconocidos son del 
orden civil ó contencioso-ordinario.

Las demandas á que las unas dan 
lugar, son las que nuestra legislación 
ha hecho preceder, desde que se esta­
bleció lo contencioso-administrativo 
en España, de la preparación que im­
plica la alzada ante el Gobernador. 
Los recursos que las otras ocasionan, 
se han interpuesto siempre, inmedia­
tamente ante el Juez ordinario.

Conforme está con estos preceden­
tes el precepto del artículo 91 de la 
ley de 1868, en lo (pie toca á los 
asuntos contencioso-administrativos, 
como lo está también con ellos el ar­
tículo 172 de la ley Municipal, en lo 
que mira á los asuntos de carácter 
civil. Y pues esto es así, y aquel últi­
mo artículo, que es, como queda di­
cho, el 162 de la ley do 1870, sólo de 
derechos civiles habla, el legislador ha 
podido entender que no había motivo 
para modificar su contexto, y que ha 
debido limitarse á introducir otro ú 
otros artículos dirigidos á regularizar, 
en la parte de (pie se trata, el procedi­
miento en los asuntos administrativos, 
para que su pensamiento, quedase 
completo, y expresa y definida la di­
versidad del método (pie ha querido 
fijar para una y otra clase de contien­
das.

Solución es la expuesta, adecuada 
á los principios de orden legal comun­
mente recibidos según los que, las 
partes agraviadas deben apurar la vía 
gubernativa ante el superior jerárqui­
co, en razón, así del interés bien en­
tendido de la Administración, cuya 
marcha perturban litigios que acaso 
pueda evitar una revisión autorizada 
do sus providencias, como del interés 
de los particulares, cuyas reclamacio­
nes pueden resolverse por medio de 
una dedsion rápida y no sujeta á com­
plicaciones ni dispendios, emanada de 
la Autoridad superior provincial, á la 
(pie debe suponerse no ménos celosa 
por el interés colectivo representado 
por el acuerdo municipal, (pie por la 
protección justa do los derechos pri­
vados; siendo preciso convenir en que 
sólo puede impugnarse,, en doctrina, 
prestando á los Ayuntamientos un ca­
rácter de independencia administrati­
va (pie no se compadece con la orga­
nización y relaciones Con el resto de 
la Administración publica, (pie los 
señalan las leyes vigentes de 2 de Oc­
tubre de 1877.

' Con esta solución está conforme el 
espíritu de varios decretos-sentencias 
dictados á consulta de la Sala do lo 
Contencioso de este Consejo, entre los 
que la Comisión señalará, sólo por ser 
el más reciente, el de 30 de Julio de 
1878, en pleito entre el Conde de Ar- 
gillo y la Administración del Estado; 
sin que á su sentido y tendencia pue­
da oponerse ningún otro que sea de 
fecha posterior á las referidas leyes, 
que de la manera expresa y solemne 
(pie queda analizada, reformaron bis 
de 20 de Agosto de 1870 en el punto 
y materia en cuestión.

Fundado, pues, en todo lo expues­
to, el Consejo, teniendo en cuenta los 
artículos examinados, así como las 
relaciones que existen entre las dispo­
siciones que contienen, y resumiendo 
las opiniones expuestas, es de dictá- 
men:

l .° Que con arreglo á los artículos 
9.° y 67 de la ley Provincial vigente, 
concordados con el 91 de la de 2o de 
Setiembre de 1863, los acuerdos de 
los Ayuntamientos que recaigan sobre 
las materias que expresan los artículos 
82, 83 y 84 de aquella última, son 
reclamables ante el Gobernador de la 
provincia, por el que se estime agra­
viado en sus derechos, en el plazo de 
30 días contados desde la notificación 
administrativa, ó en su defecto desde 
la publicación del acuerdo.

2 .° Que conforme al art. 67 de la 
misma ley Provincial, contra las reso­
luciones que el Gobernador dicte, con 
vista de la reclamación á que se refiere 
la regla anterior, procede la demanda 
contencioso-administrativa, que se de­
ducirá ante la Comisión provincial en 
el término de 30 dias, contados en la 
forma que señala el art. 93 de la cita­
da ley de 1863.

3 ." Que si el acuerdo del Ayunta­
miento afectase á derechos de carácter 
civil, en términos que la cuestión que 
suscitase fuese propia de la competen­
cia de los Tribunales ordinarios, pue­
de el que se creyese perjudicado de­
ducir su demanda ante el Tribunal 
competente, en el plazo igualmente 
de 30 dias que señala el art. 172 de 
la ley Municipal vigente.»

Y habiéndose dignado resolver 
S.M. el Be y  (Q. D. G) de conformi­
dad con el preinserto dictámen del 
Consejo de Estado, y de acuerdo con 
el de Ministros, lo digo á V. E. para 
su conocimiento y efectos consiguien­
tes. Dior guarde á Y. E. muchos años. 
Madrid 26 de Mayo de 1880.—Anto­
nio Cánovas del Castillo.—Sr. Minis­
tro de la Gobernación.

Y he dispuesto su inserción en este 
Boletín para su debida publicidad.

Palma 21 de Julio de 1880.—Ismael 
de Ojeda.

Núm. 132.
ADMINISTRACION ECONÓMICA

DE LAS BALEARES.

Nwjociado (le, ('ontribiu-ioiws // l'Lsta- 
(lisiicax. — Minas. — Circular. — Apro­
bada por Real orden do 12 del cor­
riente mes la distribución de los cu­
pos que han correspondido á las pro­
vincias por el 1 p g sobre el producto 
,bruto de la riqueza minora, la Direc­
ción General de Contribuciones al co­
municarlo á esta Administración Eco­
nómica, en circular de 17 del que cur­
sa, manifiesta (pie á esta provincia le 
ha correspondido el de quinientas pe­
setas para el año económico de 1880 á 
81, disponiendo que dicha suma debe­
rá hacerse efectiva en juimer término 
por conciertos con las empresas ó cen­
tros mimeros en la parte proporcional 
¡pie les sea imputable y (pie se ajuste 
la celebración de estos á los términos 
previstos en su circular de 1." de Agos­
to fie 1878.

En su consecuencia esta Adminis­
tración económica de mi cargo ha acor­
dado publicar esta disposición como lo 
hace en el Boletín Oficial de la provin­
cia señalando á los mineros el plazo de 
10 días, contados desde la inserción de 
este anuncio en dicho periódico oficial, 
para que prévio acuerdo entre sí pre­
senten una proposición de concierto 
colectivo, ó manifiesten en la misma, 
que aceptan el referido cupo de qui­

nientas pesetas, obligándose á satisfa­
cerlo en su totalidad los represen-’ 
tantes ó delegados de los mismos en 
los plazos señalados para las contribu­
ciones directas, ó sea el segundo mes 
de cada trimestre; apercibiéndole con 
que, de no prestarse al concierto den­
tro de los lü dias fijados, se hará efec­
tivo el Impuesto por los demás me­
dios que termina la Instrucción por 
que se rige.

La referida proposición ó manifesta 
de aceptar el cupo por concierto, debe­
rá cuando ménos, estar firmada por 
los representantes ó delegados de 
los mineros de la provincia, y con la 
precisa manifestación de responder 
con todos sus bienes y derechos del 
cumplimiento del concierto.

Y se inserta en el Boletín Oficial de 
la provincia, á fin de que esta supe­
rior disposición, llegue á conocimien­
to de las empresas y centros mineros 
de la misma.

Palma 22 de Julio de 1880.—El Je­
fe Económico, Francisco Coronado.

Núm. 133.
Dirección general de Bentas ILstan- 

cada.s.—-Por el- Ministerio Hacienda 
se dice de Real orden á esta dirección 
con fecha 22 de Junio próximo pasa­
do, lo siguiente: Exmo. Sr.—S. M. el 
Rey (Q. D. G.) se ha servido mandar 
que se publique la siguiente ley;— 
D. Alfonso XII, por la gracia de Dios, 
Rey constitucional de España á todos 
los que la presente vieren y entendie­
ren sabed: que las Cortes han decreta­
do y Nos sancionado lo siguiente:— 
Art. único. Los derechos correspon­
dientes á la concesión á españoles del 
Collar de la Real y distinguida orden de 
Cárlos III, se fijan en la cantidad de mil 
quinientas pesetas, comprendido el re­
cargo del treinta y tres por ciento. 
Cuando con arreglo á las disposiciones 
vigentes la concesión sea libre de gas­
tos devengará quinientas pesetas, com­
prendido también el citado recargo. En 
los títulos correspondientes á dichos 
Collares se empleará el papel del sello 
primero. Por tanto, Mandamos á todos 
los Tribunales, Justicias, Jefes, Go­
bernadores y demás Autoridades, así 
civiles como militares y eclesiásticas, 
de cualquier clase y dignidad, que 
guarden y hagan cumplir y ejecutar 
la presento ley en todas sus partes.— 
Dado en palacio á 22 de Junio de 1880. 
—Yo el Rey.—El Ministro de Ha­
cienda, Fernando Cos-Gayon.—De 
Real orden lo comunico á V. E. para 
su cumplimiento.»"

Lo (pie he acordado publicar en el 
Boletín Oficial de esta provincia para 
los fines consiguientes.

Palma 22 Julio de 1880.—El Jefe 
Económico, Francisco Coronado.

Núm 134.
AYUNTAMIENTO DE PALMA.
Aprobado por este Ayuntamiento el 

proyecto de presupuesto adicional al 
ordinario para el ejercicio económico 
de 1879 á 80, se anuncia al público 
que estará de manifiesto en la Secre­
taría de esta Corporación por espacio 
de quince días contados desde la in­
serción del presente en el Boletín Ofi­
cial de la provincia á efectos de recla­
mación.

Palma 20 Julio de 1880.—El Alcal­
de, Juan Antonio Perelló.—P. A. del 
A. Francisco Gomila, Secretario.

Núm 135.

ALCALDIA CONSTITUCIONAL 
DE LA CIUDAD DE REUS.

, No pudiendo tener efecto la celebra 
cion del sorteo número 29 de la se^uó 
da serie, de la Rifa que celebra este 
Ayuntamiento á Beneficio de Casa (L 
Caridad de esta ciudad, correspondíe^. 
te al dia 22 del comente mes, se anu^ 
cía para conocimiento de los poseed 
dores de billetes, los cuales pueden 
presentarse para su devolución, y rein. 
togro de su importe á los Administra, 
dores donde fueron despachados, á U 
que se faculta para ello.

Retís 20 de Julio de 1880.—El Al. 
caldo, José Oliver Aixalá.

Núm. 136.

D. Andrés Calleja y Sánchez, Juez de pri­
mera instancia del distrito de la Lonjn 
de la Ciudad de Palma.
En virtud del presente edicto se sa­

can a publica subasta por término de 
treinta dias las fincas y porciones de 
buques que se detallarán.

L na casa botiga y entresuelo sita en 
la calle de santa Cruz de esta Ciudad, 
señalada con el número diez de la 
manzana doscientos cuatro, tiene un 
portal que dá á la calle de San Loren­
zo marcado con el número primero, 
linda por la derecha entrando con ca­
sas de Francisco Fernandez y José Pa- 
gés, por la. izquierda y por la espalda 
con la calle de San Lorenzo, por la 
parte superior con casa de Catalina 
Pallicer y por la parte inferior del en­
tresuelo,, con establo de Rafael Planas, 
justipreciada en la cantidad de dos mil 
trecientas veinte y tros pesetas.

Una casa y porción de tierra unida, 
cercada do pared de estension de 
treinta estadales equivalentes á poco 
más de cinco áreas, treinta y dos 
centiáreas, de pertenencias del' Rafal 
de Son Sorra, inmediato al lugar lla­
mado la Vileta, distrito municipal de 
esta Ciudad, lindante por N. con tier­
ra de sucesores de D. Angel Busuntil, 
por^S. otra de D. Antonio Philip, por 
el E. la de D. Bartolomé Buadcs y por 
el O. camino de pobladores, justipre­
ciada en la cantidad de dos mil nove­
cientas setenta y cinco pesetas.

11 na participación en buque do veí 
en cinco diez y seis avos sobro la ba­
landra Magdalena do la matrícula de 
esta capital, justipreciados en la canti­
dad de setecientas pesetas.
. Otra participación también en bu­
que do vela, en dos diez y seis avos del 
pailebote «Santiago» de la la matrícula 
de esta capital, justipreciados en la 
cantidad de mil doscientas cincuenta 
pesetas.

En su consecuencia quien quiera 
interesarse en la licitación acuda en 
los estrados de este Juzgado, el dia 
veinte y cinco del próximo mes de 
Agosto* á las diez de su mañana, bajo 
la condición de que no se admitirá pos­
tura, que no cubra la tasación y que los 
gastos de subasta, remate y demás que 
ocasione el traspaso serán de cargo del 
adquiriente.

Palma diez y seis Julio de mil ocho­
cientos ochenta.—Andrés Calleja.— 
Por su mandado, Antonio Tomás. .
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